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Cinco personas controlan 
casi 670 centros de 
personas mayores y con 
discapacidad en la Región; 
la ley autonómica exige 
que sean, al menos, ocho 

MURCIA. En el último año y medio 
el Servicio de Inspección, Regis-
tro y Régimen Sancionador de la 
Comunidad ha realizado casi 400 
visitas a centros, entidades y ser-
vicios sociales de la Región de 
Murcia para controlar el cumpli-
miento de la normativa y velar 
por los derechos de los usuarios 
sin que eso haya supuesto la im-
posición de sanción alguna por 
irregularidades. 

En concreto, la Inspección 
completó en 2024 un total de 250 
visitas, de las que 31 se realiza-
ron en entidades y centros públi-
cos, tanto de titularidad regional 
como municipal, y 219 en priva-
dos. Cerca de dos tercios de es-
tas visitas se realizaron en resi-
dencias o centros de mayores (79) 
y de discapacidad y enfermeda-
des mentales (82). A estas se su-
man otras 147 inspecciones rea-
lizadas en el primer semestre de 
2025, según los datos facilitados 
por la Consejería de Política So-
cial, Familias e Igualdad. 

Para explicar la ausencia de 
sanciones, fuentes del departa-
mento señalan «la actitud proac-
tiva de la Inspección» y su «efec-
to positivo en la actividad de las 
entidades que prestan el servi-
cio de atención residencial».  

En este sentido, la Consejería 
recuerda que el servicio comple-
tó 648 asesoramientos específi-
cos en 2024 en ámbitos como 
construcción de centros, norma-
tiva vigente, ratios, acondiciona-
miento de espacios, incapacita-
ciones, situaciones administra-
tivas y protocolos, entre otros. «A 
través de los instrumentos que 
tiene a su disposición el servicio 
se consigue que el régimen san-
cionador tenga una relevancia 
menor en la actividad inspecto-
ra, ya que las residencias cum-
plen con las peticiones y reco-
mendaciones que se les hacen», 
señala la Consejería. 

Por debajo de la ratio 
Profesionales del sector consulta-
dos y sindicatos acuden, para ex-
plicar la estadística, a la «escasez 
de inspectores» y la baja exigen-
cia que impone el decreto de con-
diciones mínimas, que lleva 20 
años sin actualizarse. «Muchas 
empresas se escudan en el cum-

plimiento del decreto de mínimos, 
pero es que el decreto de mínimos 
que tenemos es una vergüenza», 
afirma la secretaria de Organiza-
ción de Organización de Satse en la 
Región, Mercedes García.  

La Comunidad cuenta con cin-
co inspectores para garantizar la 
calidad del sistema, que solo en 
centros de mayores y personas con 
discapacidad suma 669 instala-
ciones, de las que 163 son residen-
cias. El equipo lo completa una jefa 
de Inspección y Acreditación que 
planifica y asigna las actuaciones.  

La ley de Servicios Sociales de 

la Región, en vigor desde 2021, es-
tablece que el Ejecutivo autónomo 
debe garantizar, como mínimo, un 
inspector por cada 200.000 habi-
tantes. Según este cálculo, Políti-
ca Social debería sumar tres ins-
pectores más para alcanzar la exi-
gencia, hasta contar con ocho. Aun-
que para el coordinador del sec-
tor de la Administración autonó-
mica de CC OO en la Región de 
Murcia, Francisco Saura, ese in-
cremento seguiría siendo «muy 
insuficiente». Según advierte, si 
se suman todos los centros, las en-
tidades y servicios sociales que 
caen bajo el paraguas de la Inspec-
ción, el control se vuelve «imposi-
ble». «Hay 1.700 centros y entida-
des, por lo que, si en un año se rea-
lizan unas 250 inspecciones, con 
cinco personas no puedes cubrir 
ni el 15% de lo que se necesita».   

Para Satse, el problema se agra-
va, además, por el creciente peso 
del sector privado, donde cree que 
debería endurecerse la exigencia. 
«Ahí las ratios son muy escasas. 
Hay residencias de mayores que 
solo tienen enfermera en el turno 
de mañana, mientras que por la 
tarde y por la noche no hay. Y tam-
bién pasa con los fisioterapeutas, 
que deberían ser algo básico y hay 
muy pocos. En los cuidados no 
puede primar el negocio».  

El responsable de CC OO esti-
ma que la Comunidad «no debe-
ría contar con menos de 12 ins-
pectores, sobre todo, teniendo en 
cuenta que se les adjudicaron nue-
vas competencias de instrucción 
en la ley de Servicios Sociales y 
el incremento de residencias de 
los últimos años». «Hay muchísi-
mos centros de servicios sociales 
que prácticamente no se inspec-
cionan nunca y a los que no se 
puede llegar», afirma. 

La previsión del Gobierno re-

gional es incorporar a la plantilla 
dos inspectores más en 2026  y 
otro en 2027, alcanzando así la ra-
tio prevista en la normativa, según 
adelantan desde la Comunidad. 

El presidente de la Sociedad 
Murciana de Enfermería Gería-
trica y Gerontológica, Carmelo 
Gómez, destaca la importancia 
que tiene la labor de la Inspec-
ción, «porque existe para prote-
ger al ciudadano, que es el obje-
to del contrato de la Administra-
ción con las entidades que pres-
tan servicios y que tienen esta-
blecidas unas condiciones de fun-
cionamiento básicas y otras de 
mejora que hay que garantizar».   

Una labor ingente 
La labor es ingente. En las visitas 
de inspección de los centros resi-
denciales, se debe incluir el control 
del estado de mantenimiento del 
inmueble, revisiones de instala-
ciones técnicas, sistemas de pre-
vención y extinción de incendios, 
el plan de emergencia, la accesi-
bilidad y la vigencia de las pólizas 
de seguro. A lo que se suman ta-
reas relacionadas con el funcio-
namiento del centro. En este as-
pecto, los inspectores deben revi-
sar la existencia de protocolos de 
actuación y la cumplimentación 
de los registros correspondientes 
–de incidencias, contenciones, úl-
ceras, tomas de medicación, re-
clamaciones y fugas–, los progra-
mas individuales de actuación de 
algún residente de forma aleatoria, 
los menús o los reglamentos de 
régimen interior, entre otras cues-
tiones. Por último, en lo referen-
te al personal, hay que supervisar 
la existencia de profesionales ade-
cuados, de las titulaciones que se 
requieran o los certificados de ine-
xistencia de antecedentes de na-
turaleza sexual.

Una sanitaria traslada a una mujer en situación de dependencia en una residencia de Murcia.  NACHO GARCÍA

La Inspección de servicios sociales suma 400 
visitas en año y medio sin tramitar sanciones

648 
es el número de actuaciones 
de asesoramiento en materias 
como la construcción de cen-
tros, normativa, ratios, acon-
dicionamiento de espacios, si-
tuaciones administrativas y 
protocolos realizadas en 2024.

ORIENTACIÓN

Política Social achaca la 
ausencia de expedientes a 
la labor «proactiva» de 
supervisión que se realiza 
para evitar irregularidades 

Profesionales y sindicatos, 
sin embargo, señalan falta 
de recursos para fiscalizar 
los centros y recuerdan 
que el decreto que rige  
sus condiciones mínimas 
tiene ya más de 20 años

LV 

MURCIA. El Servicio Regional 
de Empleo y Formación (SEF) 
ha abierto una convocatoria 
de ayudas por valor de 
1.561.036 euros destinada a 
los ayuntamientos de la Re-
gión para la contratación de 
45 técnicos de desarrollo lo-
cal. Estos profesionales desem-
peñan un papel clave en la di-
namización económica y la-
boral de los municipios, me-
diante la puesta en marcha de 
proyectos conjuntos entre el 
SEF y las administraciones lo-
cales. Su labor contribuirá a 
impulsar iniciativas adapta-
das a las necesidades específi-
cas de cada territorio, afirma-
ron fuente de la Consejería. 

Los técnicos desarrollarán 
acciones de creación, promo-
ción y consolidación de la ac-
tividad empresarial en el mu-
nicipio, además de realizar ac-
ciones que fomenten el em-
prendimiento, la inserción la-
boral, y el mantenimiento y la 
mejora del empleo. 

Los ayuntamientos 
tendrán ayudas  
de 1,5 millones de 
euros para contratar 
técnicos de empleo

EP 

MURCIA. La empresa fotovoltai-
ca Soltec ha completado la 
transmisión a Darwin Gestión 
Global, sociedad íntegramen-
te participada por Pino Invest-
ments, de la participación que 
tenía a través de Soltec Asset 
Management (SAM) en la socie-
dad conjunta que mantenía con 
la francesa TotalEnergies. Como 
consecuencia de esta transmi-
sión, ha recibido un importe de 
18,6 millones de euros de pre-
cio fijo. Además, los ingresos 
recibidos de esta operación se 
han destinado a amortizar 17,7 
millones de euros de las canti-
dades pendientes de pago bajo 
el contrato de financiación sus-
crito con Pino Investments, de 
forma que la deuda se reduce 
a 77,3 millones de euros. En 
concreto, la participación ven-
dida por Soltec corresponde al 
Proyecto Orchard, una cartera 
de 11 plantas solares ubicadas 
en la Región de Murcia con una 
capacidad total de 381 mega-
vatios (MWp), en distintas fa-
ses de desarrollo. 

Soltec completa  
la venta de su 
participación en la 
‘joint venture’ con 
TotalEnergies

RUBÉN GARCÍA 
BASTIDA


